El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
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Radicación Nro.

66001-31-05-004-2017-00228-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Martha Lucía Restrepo Alzate  

Demandado:


Colpensiones
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito 
Tema:



EL FENÓMENO DE LA COSA JUZGADA / ART. 330 CGP / SEGÚN AUTORIZA EL ART. 145 DEL C.P.T.S.S / RELIQUIDACIÓN DE PENSIÓN / REVOCA / DECLARA NO PROBADA LA COSA JUZGADA - Al escuchar la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 8 de mayo de 2015 –fl.11-, la cual no fue revisada en consulta, dado que en Sala Unitaria la Magistrada Ana Lucía Caicedo Calderón mediante auto de 11 de junio de 2015 –fls.13 a 21- decidió inaplicar por inconstitucionalidad el artículo 69 del C.P.T. y de la S.S.; se evidencia que el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, luego de indicar como se aplica el convenio de seguridad social entre la República de Colombia y el Reino de España conforme a lo establecido en la Ley 1112 de 2006, determinó que la señora Martha Lucía Restrepo Alzate por ser beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y tener la densidad de semanas exigidas en el Acuerdo 049 de 1990, esto es, 1318 en ambos países, tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez a partir del 1º de agosto de 2012.

No obstante, a la hora de determinar cuál era el monto de la prestación económica, señaló que al existir aportes realizados en moneda extranjera, no resultaba posible concretar la condena, motivo por el que le ordenó a la Administradora Colombiana de Pensiones que procediera a realizar todos los trámites pertinentes de acuerdo con lo previsto en el artículo 9º de la Ley 1112 de 2006, para que definiera el IBL respectivo, al cual se le debía aplicar una tasa de reemplazo del 90%.

Nótese que conforme a lo indicado anteriormente, lo que se busca en este ordinario laboral, es determinar si la Administradora Colombiana de Pensiones liquidó correctamente el monto de la pensión de vejez de acuerdo con los parámetros establecidos en la precitada Ley, esto es, lo que corresponde definir en este asunto, es si la decisión adoptada en la resolución Nº GNR 206231 de 13 de julio de 2016 se encuentra ajustada a las disposiciones contenidas en el artículo 9º de la Ley 1112 de 2006 y si en efecto, el valor que le corresponde cancelar a la Administradora Colombiana de Pensiones por la pensión a prorrata, es equivalente a la suma de $1.298.923 a partir del 1º de agosto de 2012, que es un tema totalmente diferente al resuelto en el primer proceso.

De allí que al no existir identidad en la causa petendi y en las pretensiones de ambos procesos, no pueda reconocerse la existencia de cosa juzgada.

En el anterior de ideas, se revocará el auto proferido el 9 de octubre de 2017, para en su lugar declarar no probada la excepción previa de cosa juzgada planteada por la Administradora Colombiana de Pensiones.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veinticuatro de enero de dos mil dieciocho, siendo la una y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra del auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 9 de octubre de 2017, dentro del proceso promovido por la señora MARTHA LUCÍA RESTREPO ALZATE en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2017-00228-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Martha Lucía Restrepo Alzate que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reliquide la pensión de vejez de conformidad con lo establecido en el artículo 9º de la Ley 1112 de 2006 y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la diferencia pensional causada a partir del 1º de agosto de 2012 y las costas procesales a su favor.
Refiere que: El Juzgado Cuarto Laboral del Circuito mediante sentencia de 8 de mayo de 2015 le ordenó a Colpensiones reconocer y pagar a su favor la pensión de vejez, aplicando para ello el convenio entre el Reino de España y Colombia; en dicho falló se ordenó el reconocimiento de la pensión a partir del 1º de agosto de 2012, debiendo liquidar la prestación la entidad accionada, de conformidad con las reglas establecidas en el artículo 9 de la Ley 1112 de 2006, monto al cual le debía aplicar una tasa de reemplazo del 90%; para realizar los trámites correspondientes, se le dio a Colpensiones un plazo máximo de seis meses contados a partir de la ejecutoria de la sentencia; mediante la resolución Nº GNR 202631 de 13 de julio de 2016 se le reconoce la prestación económica, teniendo como IBL la suma de $2.412.827, que al aplicarle la tasa de reemplazo del 90% genera una mesada pensional de $2.171.544,30, sin embargo, Colpensiones únicamente le empezó a cancelar la suma mensual de $1.298.923, argumentando que ese era el monto que le corresponde cancelar por la pensión a prorrata; el 20 de septiembre de 2016 elevó reclamación administrativa solicitando la reliquidación de la pensión, pero por medio de resolución Nº GNR 335309 de 11 de noviembre de 2016 le fue negada, decisión que fue confirmada por medio de la resolución Nº GNR 392101 de 28 de diciembre de 2016 y VPB 994 de 6 de enero de 2017.
Al dar respuesta a la demanda –fls.65 a 69- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el contenido de los actos administrativos referenciados anteriormente y manifestó posteriormente que en virtud a lo previsto en el artículo 9º de la Ley 1112 de 2006 el valor de la pensión a prorrata a cargo de Colpensiones es de $1.298.923, equivalente al 60% de cotizaciones realizadas en Colombia. En escrito adjunto –fls.70 y 71- la entidad accionada presentó la excepción previa de cosa juzgada, al considerar que el objeto de la litis ya fue resuelto mediante la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 8 de mayo de 2015.

Por medio de auto de 9 de octubre de 2017, el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito al abordar el estudio de la excepción previa de cosa juzgada planteada por la parte demandada, decidió que el asunto objeto de la litis en este proceso, ya fue resulto en la sentencia proferida por ese mismo despacho judicial el 8 de mayo de 2015, en donde se le ordenó a la Administradora Colombiana de Pensiones aplicar la Ley 1112 de 2006 para que determinara cual es el monto de la pensión de vejez que le correspondía cancelar a esa entidad de conformidad con los aportes efectuados en Colombia y en el Reino de España, situación que fue definida mediante la emisión de la resolución Nº GNR 206231 de 13 de julio de 2016; motivo por el que declaró probada la excepción previa de cosa juzgada.
Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de la parte actora interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación, indicando que si bien no se encuentra en discusión que hay identidad de partes, lo cierto es que el objeto del presente ordinario laboral se circunscribe en determinar si la liquidación efectuada por la Administradora Colombiana de Pensiones en la resolución Nº GNR 206231 de 13 de julio de 2016, cumple a plenitud con lo previsto en el artículo 9º de la Ley 1112 de 2006, siendo del caso señalar que la sentencia proferida el 8 de mayo de 2015 fue una providencia en abstracto, ya que no indicó cual era el porcentaje de la pensión que le corresponde cancelar a la Administradora Colombiana de Pensiones y a la entidad respectiva en el Reino de España.

La falladora de primera instancia no repuso la decisión, apoyándose en los mismos argumentos con base en los cuales declaró probada la mencionada excepción y en consecuencia concedió el recurso de apelación en el efecto suspensivo.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Se dan los presupuestos del artículo 303 del C.G.P. para declarar probada la excepción de cosa juzgada?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

EL FENOMENO DE LA COSA JUZGADA

El fenómeno de la cosa juzgada representa una institución jurídico-procesal tendiente a obtener la inmutabilidad, estabilidad y respeto de las decisiones judiciales que de acuerdo a las disposiciones de la legislación adjetiva han quedado en firme. En tal sentido constituye pilar fundamental del principio superior del debido proceso, al impedir a los funcionarios encargados de administrar justicia, reabrir litigios que ya han sido resueltos con anterioridad, lo que garantiza la estabilidad jurídica y le otorga seriedad y seguridad al sistema. 

Por disposición del artículo 303 del C.G.P aplicable en los procesos laborales según autoriza el Art. 145 del C.P.T.S.S., para que frente a un proceso pueda pregonarse la ocurrencia de la cosa juzgada es necesario que se presente identidad de objeto, identidad de causa e identidad jurídica de las partes.

La valoración de identidad de dos procesos, en relación a estos tres elementos que configuran la institución jurídico-procesal de la cosa juzgada, no deben ser interpretados a tal punto de considerar, que el juicio primigenio debe ser una fiel copia del contemporáneo, por cuanto lo que se busca, según lo ha expuesto la Honorable Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia
, es: 

“…que el núcleo de la causa petendi, del objeto y de las pretensiones de ambos procesos evidencien tal identidad esencial que permita inferir al fallador que la segunda acción tiende a replantear la misma cuestión litigiosa, y por ende a revivir un proceso legal y definitivamente fenecido.”.
EL CASO CONCRETO

Al escuchar la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 8 de mayo de 2015 –fl.11-, la cual no fue revisada en consulta, dado que en Sala Unitaria la Magistrada Ana Lucía Caicedo Calderón mediante auto de 11 de junio de 2015 –fls.13 a 21- decidió inaplicar por inconstitucionalidad el artículo 69 del C.P.T. y de la S.S.; se evidencia que el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, luego de indicar como se aplica el convenio de seguridad social entre la República de Colombia y el Reino de España conforme a lo establecido en la Ley 1112 de 2006, determinó que la señora Martha Lucía Restrepo Alzate por ser beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y tener la densidad de semanas exigidas en el Acuerdo 049 de 1990, esto es, 1318 en ambos países, tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez a partir del 1º de agosto de 2012.
No obstante, a la hora de determinar cuál era el monto de la prestación económica, señaló que al existir aportes realizados en moneda extranjera, no resultaba posible concretar la condena, motivo por el que le ordenó a la Administradora Colombiana de Pensiones que procediera a realizar todos los trámites pertinentes de acuerdo con lo previsto en el artículo 9º de la Ley 1112 de 2006, para que definiera el IBL respectivo, al cual se le debía aplicar una tasa de reemplazo del 90%.

Nótese que conforme a lo indicado anteriormente, lo que se busca en este ordinario laboral, es determinar si la Administradora Colombiana de Pensiones liquidó correctamente el monto de la pensión de vejez de acuerdo con los parámetros establecidos en la precitada Ley, esto es, lo que corresponde definir en este asunto, es si la decisión adoptada en la resolución Nº GNR 206231 de 13 de julio de 2016 se encuentra ajustada a las disposiciones contenidas en el artículo 9º de la Ley 1112 de 2006 y si en efecto, el valor que le corresponde cancelar a la Administradora Colombiana de Pensiones por la pensión a prorrata, es equivalente a la suma de $1.298.923 a partir del 1º de agosto de 2012, que es un tema totalmente diferente al resuelto en el primer proceso.
De allí que al no existir identidad en la causa petendi y en las pretensiones de ambos procesos, no pueda reconocerse la existencia de cosa juzgada.

En el anterior de ideas, se revocará el auto proferido el 9 de octubre de 2017, para en su lugar declarar no probada la excepción previa de cosa juzgada planteada por la Administradora Colombiana de Pensiones.

Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, 
RESUELVE

REVOCAR el auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 9 de octubre de 2017, para en su lugar DECLARAR NO PROBADA la excepción previa de cosa juzgada planteada por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES.
Costas en esta sede no se causaron.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia del 18 de agosto de 1998. Radicación No. 10819. M.P. Dr. José Roberto Herrera Vergara.
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